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Sobre: 
DESPIDO 

INJUSTIFICADO 
DISCRIMEN POR 
EDAD 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, la 
Jueza Romero García y el Juez Torres Ramírez 

 
Vizcarrondo Irizarry, Juez Ponente  

 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

 International Shipping Agency, Inc. (International), nos 

presenta una Petición de Certiorari, y solicita la revocación de una 

determinación emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan (TPI).  En ella, el foro primario denegó la 

Solicitud de Sentencia Sumaria que instó la parte aquí 

peticionaria. 

Con el beneficio de la comparecencia de los recurridos, 

DENEGAMOS la expedición del auto de certiorari solicitado. 

Veamos. 

I 

 El 15 de agosto de 2016, Doris Cordero Haddock, José 

García Ortiz, María A. Pomares Muñiz, Antonio Figueroa Malavé, 

Víctor M. Delgado Irizarry, José M. Rodríguez Ortiz y Esther M. 
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Irizarry Rodríguez (recurridos), presentaron una Demanda1 en 

contra de ISA y otros2, por despido injustificado, al amparo de la 

Ley Núm. 80 de 30 de junio de 1976, según enmendada, 29 LPRA 

sec. 185b; discrimen por edad bajo la Ley Núm. 100 de 30 de 

junio de 1959, 29 LPRA sec. 146 et seq., y el señor García Ortiz, 

presentó, además, una causa de acción por represalia en virtud 

de la Ley Núm. 115 de 20 de diciembre de 1991, 29 LPRA sec. 

194. 

La parte demandante alegó que fueron empleados de 

International hasta el 15 de julio de 2016, fecha de efectividad del 

despido; y que, la alegada reorganización, fue un subterfugio para 

evadir obligaciones del patrono para con sus empleados, ya que 

se trataba de un patrono sucesor o un mismo patrono (joint 

owner).  

 En lo aquí pertinente, International presentó una 

Contestación a Demanda Enmendada y una Contestación a la 

Segunda Demanda Enmendada.  Alegó afirmativamente que el 

despido de los recurridos fue justificado, por razones legitimas del 

buen funcionamiento de la empresa.  En específico, alegó que los 

despidos obedecieron a una reorganización de la empresa, y que 

no hubo una venta de negocio sino un joint venture, por lo que no 

existía la figura de patrono sucesor.  Además, sostuvo que, en el 

caso de García Ortiz, no se cumplían los elementos para establecer 

una reclamación de represalias. 

Luego del descubrimiento de prueba, los codemandados 

Tote Maritime Puerto Rico, LLC, y Puerto Rico Terminals, LLC, 

                                                 
1 La demanda fue enmendada en dos ocasiones: el 2 de septiembre de 2016, 

y el 17 de noviembre de 2016. 
2 Los otros demandados fueron: Tote Maritime Puerto Rico, LLC; Puerto Rico 

Terminals LLC; AIG Insurance Company Puerto Rico; y Compañías de Seguro 

X, Y y Z. 
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presentaron, cada uno, una solicitud de sentencia sumaria. 

Posteriormente, el 22 de diciembre de 2017, International 

presentó una Solicitud de Sentencia Sumaria. En lo que atañe al 

caso ante nosotros, International alegó que no existía controversia 

sobre hecho material en este caso y que el despido fue justificado.  

Los recurridos presentaron su respectiva oposición, alegaron que 

existía controversia material relacionada a los despidos de los 

demandantes y a la figura de patrono sucesor. International 

presentó una réplica a la oposición y los recurridos presentaron 

una dúplica a la réplica. 

El 19 de marzo de 2018, el TPI celebró una Vista 

Argumentativa, en la que las partes tuvieron la oportunidad de 

esbozar sus posiciones sobre las solicitudes presentadas.  

Evaluados los documentos y los argumentos presentados, el 

TPI emitió la Resolución aquí recurrida.  En ella, denegó la 

Solicitud de Sentencia Sumaria presentada por International.  El 

TPI estableció los hechos incontrovertidos y los controvertidos, y 

concluyó que existían controversias fehacientes sobre los hechos 

materiales en cuanto al despido injustificado, discrimen por edad 

y los daños y perjuicios.  Además, señaló que habían controversias 

relacionadas directamente con la credibilidad e intención de las 

partes envueltas en el caso, que desalentaban el uso del 

procedimiento sumario.  

Inconforme con tal determinación, la parte peticionaria, 

acude ante este foro y señala que cometió error el TPI al: 

[…] [C]oncluir que existían hechos materiales en 
controversia que impedían dictar sentencia sumaria 

en el presente caso y en su determinación de “hechos” 

no controvertidos, incluir alegados hechos que en 
realidad constituían conclusiones o percepciones de 

los recurridos que eran inmateriales y/o carentes de 
prueba que las apoye. 
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[…] [N]o concluir a base de los hechos materiales 

incontrovertidos que el despido de los recurridos había 
sido por justa causa, no discriminatorio por edad y 

que, en el caso del recurrido García, éste carece de 
una causa de acción de represalias. 

 

 Los codemandados, Tote Maritime Puerto Rico, LLC, y 

Puerto Rico Terminals, LLC, comparecieron también ante este 

Tribunal de Apelaciones, en el recurso KLCE201800909, e 

impugnaron la misma determinación del TPI que atendemos en 

este caso.  A estos efectos, un Panel hermano de este Tribunal de 

Apelaciones, el 19 de julio de 2018, emitió la correspondiente 

Sentencia.  En ella, este Tribunal de Apelaciones identificó y 

enumeró diez hechos incontrovertidos, adicionales a los 

esbozados por el TPI.  Dispuso que la prueba documental 

presentada no era suficiente para adjudicar la reclamación 

mediante el mecanismo de sentencia sumaria.  Resolvió, además, 

que el TPI actuó correctamente y que no abusó de su discreción 

al denegar la solicitud de resolver la reclamación de epígrafe por 

la vía sumaria. En su Sentencia, el Tribunal de Apelaciones expidió 

el auto de certiorari para añadir los hechos que encontró 

incontrovertidos y, así modificada la Resolución, la confirmó. 

II 

Certiorari  

El certiorari es el vehículo procesal que permite a un tribunal 

de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un tribunal 

inferior. Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723 

(2016); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).  La expedición 

del auto de certiorari descansa en la sana discreción3 del tribunal. 

Así, nuestro más alto foro ha señalado que "[l]a característica 

                                                 
3 Esta discreción ha sido definida como "una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera". Medina Nazario 

v. McNeil Healthcare LLC, supra; Negrón v. Secretario de Justicia, 154 DPR 79, 

91 (2001).  
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distintiva de este recurso se asienta en la discreción encomendada 

al tribunal revisor para autorizar su expedición y adjudicar sus 

méritos". Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, supra; IG 

Builders v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012).  De igual modo, el 

Tribunal Supremo ha dispuesto que, al examinar las 

determinaciones interlocutorias del foro primario: 

de ordinario, no se intervendrá con el ejercicio 
de discreción de los tribunales de instancia, 

salvo que se demuestre que hubo un craso abuso 
de discreción, o que el tribunal actuó con 

prejuicio o parcialidad, o que se equivocó en la 
interpretación o aplicación de cualquier norma 

procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra 
intervención en esa etapa evitará un perjuicio 

sustancial.  (Énfasis suplido).  Zorniak Air Services 
v. Cessna Aircraft Co., 132 DPR 170, 181 (1992); 

Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 

(1986). 
 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V4, 

enumera aquellos incidentes procesales susceptibles de revisión 

mediante certiorari. Rivera Figueroa v.Joe’s European Shop, 183 

DPR 580, 593-94 (2011).  Ahora bien, el hecho de que un asunto 

esté comprendido dentro de las materias susceptibles a revisión 

no justifica la expedición del auto sin más.  

Si se determina que el recurso presentado cumple con 

alguna de las disposiciones de la Regla 52.1, supra, debemos 

pasar a una evaluación del auto a través de los criterios que 

establece la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

                                                 
4 La referida Regla señala: “El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia solamente 

será expedido por el Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la denegatoria de una moción 

de carácter dispositivo.  No obstante, y por excepción a lo dispuesto 

anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones 

interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra 

de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales, 

asuntos relativos a privilegios evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en casos 

de relaciones de familia, en casos que revistan interés público o en cualquier 

otra situación en la cual esperar a la apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia. Al denegar la expedición de un recurso de certiorari 

en estos casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar su 

decisión”. 
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4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, para considerar si se expedirá el auto 

discrecional del certiorari.  Conforme a la Regla 40 de nuestro 

Reglamento, supra, los siete criterios que el tribunal tomará en 

consideración al determinar la expedición de un auto de certiorari 

son: 

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho.  
B.  Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.  
C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso 

y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.   

D.  Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.   
E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta 

el caso es la más propicia para su consideración.   

F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 

pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio.   

G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. XXII-

B, R. 40. 
 

Sentencia Sumaria: 

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal que provee 

nuestro ordenamiento jurídico para propiciar la solución justa, 

rápida y económica de controversias en las cuales resulta 

innecesario celebrar un juicio plenario.  Meléndez González et al. 

v. M. Cuebas, 193 DPR 100 (2015); SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414 (2013); Const. José Carro v. Mun. Dorado, 

186 DPR 113 (2012); Mejías et al. v. Carrasquillo et al., 185 DPR 

288 (2012).  Procede en los casos que no existen controversias 

reales y sustanciales en cuanto a los hechos materiales, y lo único 

que queda por parte del tribunal es aplicar el Derecho. Meléndez 

González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 110; Oriental Bank v. 

Perapi et al., 192 DPR 7(2014); SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, supra, pág. 430.  
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Dicho mecanismo está regulado por la Regla 36 de las 

Reglas de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. V. El 

Tribunal Supremo ha sostenido que “[s]olo procede dictar 

Sentencia Sumaria cuando surge de manera clara que, ante los 

hechos materiales5 no controvertidos, el promovido no puede 

prevalecer ante el Derecho aplicable y el Tribunal cuenta con la 

verdad de todos los hechos necesarios para poder resolver la 

controversia”. (Énfasis nuestro).  Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, supra, págs. 110-111; Const. José Carro v. Mun. Dorado, 

supra, pág. 129.   La calidad del “hecho material” debe ser 

suficiente como para que sea necesario que un juez la dirima a 

través de un juicio plenario. Ramos Pérez v. Univisión, supra.  La 

parte que promueve la moción sumaria debe establecer su 

derecho con claridad y demostrar que no existe controversia 

sustancial o real en cuanto a algún hecho material, esto es, en 

cuanto a ningún componente de la causa de acción. Meléndez 

González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 111; Mun. de Añasco v. 

ASES et al., 188 DPR 307, 326 (2013). 

En lo que atañe a las obligaciones de los tribunales al 

momento de atender una solicitud de sentencia sumaria, la Regla 

36.4 de las Reglas de Procedimiento Civil, supra, establece que: 

Si en virtud de una moción presentada bajo las 
disposiciones de esta regla no se dicta sentencia sobre 

la totalidad del pleito, ni se concede todo el remedio 
solicitado o se deniega la misma, y es necesario 

celebrar juicio, será obligatorio que el tribunal 
resuelva la moción mediante una determinación de los 

hechos esenciales y pertinentes sobre los cuales no 
hay controversia sustancial y los hechos esenciales y 

pertinentes que están realmente y de buena fe 
controvertidos, y hasta qué extremo la cuantía de los 

daños u otra reparación no está en controversia, 

ordenando los procedimientos ulteriores que sean 

                                                 
5 Un hecho material es aquel que puede afectar el resultado de la reclamación 

al amparo del Derecho sustantivo aplicable. Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 

200 (2010); Abrams Rivera v. E.L.A., 178 DPR 914 (2010). 
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justos en el pleito, incluso una vista evidenciaría 

limitada a los asuntos en controversia. Al celebrarse 
el juicio, se considerarán probados los hechos así 

especificados y se procederá de conformidad. 
A base de las determinaciones realizadas en virtud de 

esta regla el tribunal dictará los correspondientes 
remedios, si alguno. 32 LPRA Ap. V. 

En lo correspondiente al criterio específico que debe utilizar 

el Tribunal de Apelaciones al momento de revisar las denegatorias 

o concesiones de las mociones de sentencia sumaria, el Tribunal 

Supremo estableció lo siguiente:  

Primero, reafirmamos lo que establecimos en Vera v. 

Dr. Bravo, supra, a saber: el Tribunal de Apelaciones 
se encuentra en la misma posición del Tribunal de 

Primera Instancia al momento de revisar Solicitudes 
de Sentencia Sumaria. En ese sentido, está regido por 

la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, y aplicará 
los mismos criterios que esa regla y la jurisprudencia 

le exigen al foro primario. Obviamente, el foro 

apelativo intermedio estará limitado en cuanto a que 
no puede tomar en consideración evidencia que las 

partes no presentaron ante el Tribunal de Primera 
Instancia y tampoco adjudicar los hechos materiales 

en controversia, ya que ello le compete al foro 
primario luego de celebrado un juicio en su fondo. La 

revisión del Tribunal de Apelaciones es de novo y debe 
examinar el expediente de la manera más favorable 

hacia la parte que se opuso a la Moción de Sentencia 
Sumaria en el foro primario, llevando a cabo todas las 

inferencias permisibles a su favor.  
Segundo, por estar en la misma posición que el foro 

primario, el Tribunal de Apelaciones debe revisar que 
tanto la Moción de Sentencia Sumaria como su 

Oposición cumplan con los requisitos de forma 

codificados en la Regla 36 de Procedimiento Civil, 
supra, y discutidos en SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, supra.  
Tercero, en el caso de revisión de una Sentencia 

dictada sumariamente, el Tribunal de Apelaciones 
debe revisar si en realidad existen hechos materiales 

en controversia. De haberlos, el foro apelativo 
intermedio tiene que cumplir con la exigencia de la 

Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe exponer 
concretamente cuáles hechos materiales encontró que 

están en controversia y cuáles están 
incontrovertidos.  Esta determinación se puede hacer 

en la Sentencia que disponga del caso y puede hacer 
referencia al listado numerado de hechos 

incontrovertidos que emitió el foro primario en su 

Sentencia.  
Cuarto, y por último, de encontrar que los hechos 

materiales realmente están incontrovertidos, el foro 
apelativo intermedio procederá entonces a revisar de 

novo si el Tribunal de Primera Instancia aplicó 
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correctamente el Derecho a la controversia. Meléndez 

González, et al. v. M. Cuebas, supra, a las págs. 119-
120. 

III 

Examinado el recurso a la luz de los criterios para la 

expedición del auto de certiorari establecidos en la Regla 40 de 

nuestro Reglamento, supra, determinamos que no procede la 

expedición del mismo.   

En este pleito sobre despido injustificado, discrimen por 

edad y daños, el TPI denegó una solicitud de sentencia sumaria 

presentada por International.  En su Resolución, expuso las 

determinaciones de hechos incontrovertidas y las controvertidas, 

el derecho aplicable y la aplicación del derecho a los hechos. 

Resolvió que, conforme a los documentos examinados y los 

argumentos esbozados, los hechos incontrovertidos y los 

controvertidos, no se encontraba en posición de resolver 

sumariamente las controversias relacionadas a las causas de 

acción del caso.  Además, sostuvo que tales controversias estaban 

directamente relacionadas con la credibilidad e intención de las 

partes envueltas. De un examen de los documentos revisados y 

del expediente del caso, no se desprende que el TPI, al denegar 

la solicitud de sentencia sumaria, actuara contrario a derecho.  

Con tal determinación, no abusó de su discreción.6 

En este caso no se ha demostrado un craso abuso de 

discreción, o una actuación con prejuicio o parcialidad, o una 

equivocación en la interpretación o la aplicación de cualquier 

norma procesal o de derecho sustantivo, que nos mueva a expedir 

el auto.  Además, la expedición del recurso, en esta etapa de los 

                                                 
6 Ello, además, es cónsono con la casuística y la doctrina, Soto v. Hotel Caribe 

Hilton, 137 DPR 294 (1994); J. A. Echevarría Vargas, Procedimiento Civil 

Puertorriqueño, 1era ed. rev., 2012, pág. 225. 
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procedimientos, causaría una dilación indeseable en la solución 

final del litigio. 

IV 

 Por lo antes expuesto, DENEGAMOS la expedición del auto 

de certiorari solicitado. 

  Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 
 

      Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


